PROYECTO DE LEY



El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de:

L E Y

 ARTICULO 1°:  Deróganse las Leyes: 5675, jubilación de Gobernadores, Vicegobernadores y Legisladores, - T.O. por Decreto N° 1082/80-  con las modificaciones introducidas por las Leyes  6212 y 11.395 y por el Decreto Ley 9467/80; 8320 – T.O. por Decreto N° 1066/95- y sus modificatorias, Regimen Jubilatorio de Ambas Cámaras legislativas y los Decretos Leyes: 7918/72  y su modificatoria Ley 11891,-sistema previsional para magistrados y funcionarios judiciales-;  9405/79  y modificatoria, Ley 11.719, -sistema previsional de aquellos que hayan ejercido los cargos de Juez de la Suprema Corte de Justicia y Procurador y Subprocurador de la Provincia-.
ARTICULO 2°: Modifícase el artículo 2° del Decreto ley 9650- Texto Ordenado por Decreto 600/1994-  y modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

 Artículo 2°: (Texto según Ley 10.427). Está obligatoriamente comprendido en el presente régimen: 

· El personal que en forma permanente o temporaria preste servicios remunerados y en relación de dependencia en cualquiera de los poderes del Estado provincial o municipalidades, sea cual fuere la naturaleza de la designación y forma de pago, y aunque la relación de la actividad subordinada se estableciera mediante contrato a plazo.
· Los  Gobernadores y Vicegobernadores de la provincia de Buenos Aires.
· Los Legisladores de ambas Cámaras Legislativas.
· Los Jueces de la Suprema Corte de Justicia y Los Procuradores Generales  y sub-procuradores Generales  del mismo Tribunal.

· Los Secretarios  de la Suprema Corte de Justicia y Procuración General; Jueces de Cámara de Apelación; Fiscales de Cámara de Apelación; Jueces de Primera Instancia  en lo Civil y Comercial, de Familia, en lo Contencioso Administrativo, de la Responsabilidad Penal Juvenil,  de Garantías, de Garantías del Joven, en lo Correccional, de Ejecución en lo Penal y de Ejecución Tributaria; Jueces del Tribunal de Trabajo  (Texto según Ley 13.472).
· El personal que preste funciones docentes en los establecimientos educativos privados de cualquier nivel, modalidad o rama de la enseñanza, reconocidos, autorizados o incorporados o en trámite de autorización o reconocimiento por la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia que se rige por la Ley 11.612; como así también el personal contratado en los términos de la Ley 10.295 (T.O. Decreto 1.375/98) y sus modificatorias.
· los actuales jubilados y pensionados del Instituto de Previsión Social, en cuanto les sean aplicables las prescripciones de la presente Ley.
ARTICULO 3°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
F U N D A M E N T O S

              La ley general de previsión (dec. Ley 9650/80) establece un régimen  que, para aquellos que desempeñen servicios de los denominados comunes –por oposición a aquellos determinantes de vejez o agotamiento prematuro o peligrosos para la salud- requiere el cumplimiento de los siguientes requisitos: a) sesenta  (60)  años de edad (para ambos sexos) y  b) Treinta y cinco (35) años de servicios, de los cuales más de la mitad  deben ser de afiliación al I.P.S. De lo contrario el afiliado deberá obtener su prestación bajo aquel régimen al que haya aportado la mayor cantidad de años  (lo que implica por lo general la pérdida del derecho a la movilidad estricta que garantiza el sistema provincial). 

El cumplimiento de tales requisitos da derecho a una jubilación equivalente al 70% de la remuneración total asignada al cargo desempeñado por el agente durante 36 meses consecutivos o sesenta alternados. El porcentaje se eleva al 75% cuando la totalidad de los servicios han sido aportados al IPS, y se bonifica con mayor proporción cuando el agente excede en 3 o en 5 los años de trabajo exigidos.  Si el agente alcanza los 65 años de edad con 40 de servicios de afiliación al IPS,  accede a una jubilación del 85%.

Excluidos los supuestos en los que los requisitos jubilatorios son menores a los ya reseñados en razón de la naturaleza de los servicios (docentes, gráficos, bailarines, infectocontagiosas, etc.)  -y dejando fuera de este análisis los casos de los empleados de policía y servicios penitenciario porque requieren otro tipo de análisis- puede considerarse que  los regímenes que establecen menores requisitos para jubilarse, sin que ello esté justificado por la naturaleza diferencial de los servicios, son de carácter privilegiado.
Asimismo, consagran un privilegio aquellos sistemas que acuerdan un importe jubilatorio mayor que el general.

Por consecuencia son privilegiados los beneficios que se dan a los Jueces de la Corte Suprema de Justicia (dec. Ley 9405) en razón de que otorga la prestación cualquiera sea la edad del juez y, para el caso de los que están actualmente en funciones, con la sola exigencia de acreditar  que han desempeñado el cargo en lo últimos diez años (modificación introducida por la ley 11.719). Sumado a ello les garantiza un haber del 100% móvil tanto al ex Juez como a sus causahabientes con derecho a pensión (recordemos que el haber pensionario común es del 53% del sueldo en actividad). 

Igualmente la ley 8320 acuerda una jubilación ordinaria de entre el 67% al 82% a los ex legisladores que acrediten 55 años de edad y 30 de servicios, habiéndose entendido que están exceptuados de acreditar mayor cantidad de años aportados a la Provincia. Es decir, no se aplican en estos casos las normas que regulan el “rol jubilador” (art. 67 dec. Ley 9650 y art. 168 ley 24241).

Por otra parte la ley 7918 acuerda a los jueces provinciales una jubilación del 82% de la remuneración total de quien está en la actividad a los que al momento del cese acrediten 62 años de edad y 30 de servicios. Esta ley establece un aporte superior al que consagra el dec. Ley 96560/80. 

Aunque no tan “benigno” como los regímenes de Jueces de Corte y legisladores, el de la ley 7819 también otorga prestaciones con menores requisitos y mayor haber para los jueces no comprendidos en el dec. Ley 9405. 

Teniendo en consideración todo lo manifestado, puede afirmarse que cuando Solá anuncia que propondrá la derogación de la ley 5675 (gobernadores y legisladores), está dejando fuera a los regímenes bajo cuyo amparo se han otorgado la mayor cantidad de prestaciones que  consideramos como privilegiados.   

 El sistema previsional bonaerense comprende, por un lado, a las  tres Cajas de Previsión Social para agentes públicos: Instituto de Previsión Social, Caja de Jubilaciones Retiros y Pensiones para el personal de la Policía Bonaerense y Caja de Jubilaciones, Subsidios y Pensiones para el Personal del BAPRO, y por otro, el conjunto de cajas previsionales para los profesionales universitarios y terciarios, creadas por ley provincial como entes públicos no estatales.
El Instituto de Previsión Social es el órgano al que se encuentran afiliados la mayoría de los agentes estatales (excluidos los bancarios provinciales y la policía). 

Los fondos del Instituto de Previsión Social constituyen un patrimonio de sus afiliados afectado exclusivamente al pago de las prestaciones acordadas (art. 8, segundo párrafo, dec. ley 9650/1980. Los fondos que el organismo previsional requiere para pagar las prestaciones acordadas no pueden ser utilizados para otros fines que los que manda la ley (art. 8, dec. ley citado).

No obstante ello, los excedentes del sistema previsional generados desde 1991 hasta 2001 han contribuido a paliar el déficit del Estado provincial mediante su colocación en letras de tesorería  (art. 6, segundo párrafo, dec. ley 9650/1980, modificada por ley 12.150). De lo informado por el organismo previsional (en las causas en las que se trató la inconstitucionalidad de las leyes 12874 y 13002), surge que al cierre del ejercicio correspondiente al año inmediatamente anterior a la puesta en vigencia de las normas impugnadas (31 XII 2001), el organismo previsional había acumulado un superávit superior a los pesos quinientos noventa millones seiscientos cincuenta y ocho mil ochocientos cincuenta y ocho ($ 590.658.858).

En la actualidad el IPS se encuentra en situación de déficit, el que se originó en  la sanción en el año 2001, de diversas normas que establecieron  por un año la jubilación anticipada en favor de los agentes de la Administración Pública provincial y de la planta transitoria o temporaria del Poder Legislativo (con 55 años de edad y 30 de servicios), ampliada luego a los agentes del Poder Judicial; así como la jubilación de oficio de los agentes de planta permanente del Poder Legislativo y de las Municipalidades (55 años de edad y 25 de servicios); normas cuya vigencia fue prorrogada por ley hasta fines del año 2002 (ley 12.563, pub. en B.O., 2 I 2001, leyes 12.672, 12.675 y 12.774, pub. en B.O., 2 XI 2001), contraviniendo la política previsional que se mantuvo en los más de veinte años de vigencia del dec. ley 9650/1980, mantenida en los gobiernos de Armendariz, Cafiero y Duhalde y destruida por la administración de Ruckauf, quien designó como Presidente del IPS al mismo Rodríguez Larreta que hoy acompaña a Macri.

Debemos terminar con las resistencias que no han permitido concluir  definitivamente con el régimen de jubilaciones políticas de privilegio. 

Debemos defender el régimen que garantice que nadie podrá jubilarse antes de tiempo o con haberes extraordinarios.  
Por lo expuesto solicitamos la aprobación del presente Proyecto de Ley.
